	[image: image1.png]




	[image: image2.png]IX LEGISLATURA



ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto  por la que se  adiciona el numeral 10 a la fracción iii del Artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone que en materia de administración pública municipal los Ayuntamientos tengan la facultad y obligación de vigilar que los planes, programas y convenios sean elaborados, desarrollados y ejecutados de acuerdo a la normatividad aplicable, al presupuesto asignado y dentro de los plazos de tiempo establecidos para cada caso.

Planteada por el Diputado José Armando Pruneda Valdéz, , conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 5 de Octubre de 2016.

Turnada a las Comisiones Unidas de Hacienda y Presupuesto.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado  José Armando Pruneda Valdéz   conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se  adiciona el numeral 10 a la fracción III del Artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos

La administración pública funciona con normatividad, planeación, recursos financieros y humanos. Los recursos del erario deben ejercerse en los términos establecidos de modo general por la Constitución Federal  y la similar del Estado de Coahuila de Zaragoza, deben cumplir con los principios de transparencia, destino cierto al gasto público, máxima eficiencia, y economía. 

A tal efecto, resulta oportuno citar los siguientes criterios de nuestro Máximo Tribunal:

Novena Época

Registro: 166421

Instancia: Primera Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXX, Septiembre de 2009

Materia(s): Constitucional

Tesis: 1a. CXLIV/2009      

Página:  2712

GASTO PÚBLICO. PRINCIPIOS RELACIONADOS CON EL RÉGIMEN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 126 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

El citado precepto constitucional prohíbe expresamente efectuar pagos no comprendidos en el presupuesto o determinados en una ley posterior. Así, de la interpretación de dicha norma se advierte que salvaguarda el régimen de gasto público y los principios relacionados con éste, conforme a los cuales los pagos a cargo del Estado únicamente deben realizarse: 1) si están previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación y, como excepción, establecidos en una ley posterior expedida por el Congreso de la Unión;  2) ciñéndose a un marco normativo presupuestario, generando un control de economicidad referido a la eficiencia, eficacia y economía en la erogación de los recursos públicos; control que puede ser financiero, de legalidad, de obra pública y programático presupuestal; y, 3) de manera eficiente, eficaz, de economía, transparente y honrado.

Novena Época

Registro: 166422

Instancia: Primera Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXX, Septiembre de 2009

Materia(s): Constitucional

Tesis: 1a. CXLV/2009       

Página:  2712

GASTO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ELEVA A RANGO CONSTITUCIONAL LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, EFICIENCIA, EFICACIA, ECONOMÍA, TRANSPARENCIA Y HONRADEZ EN ESTA MATERIA.

Del citado precepto constitucional se advierte que el correcto ejercicio del gasto público se salvaguarda por los siguientes principios: 1. Legalidad, en tanto que debe estar prescrito en el Presupuesto de Egresos o, en su defecto, en una ley expedida por el Congreso de la Unión, lo cual significa la sujeción de las autoridades a un modelo normativo previamente establecido. 2. Honradez, pues implica que no debe llevarse a cabo de manera abusiva, ni para un destino diverso al programado. 3. Eficiencia, en el entendido de que las autoridades deben disponer de los medios que estimen convenientes para que el ejercicio del gasto público logre el fin para el cual se programó y destinó. 4. Eficacia, ya que es indispensable contar con la capacidad suficiente para lograr las metas estimadas. 5. Economía, en el sentido de que el gasto público debe ejercerse recta y prudentemente, lo cual implica que los servidores públicos siempre deben buscar las mejores condiciones de contratación para el Estado; y, 6. Transparencia, para permitir hacer del conocimiento público el ejercicio del gasto estatal.

Para resumir y ponerlo en perspectiva, el gasto público, y en sí cualquier erogación de recursos del erario, debe obedecer y sujetarse a un presupuesto de egresos, una programación financiera, a los planes de desarrollo, obra pública, adquisiciones e inversiones públicas.

No puede la autoridad ejercer el presupuesto de modo discrecional, arbitrario, sin planeación o por mera ocurrencia, pues ello llevaría al caos financiero, al fracaso en el progreso y desarrollo de los pueblos, y al desperdicio impune de los recursos pagados con los impuestos de los contribuyentes.

Las leyes, las reglas de operación, los planes, los programas, los convenios y los lineamientos de la materia, todos juntos conforman el abanico regulatorio del ejercicio presupuestal.

Sin embargo,  y a la fecha presente, aun persiste la práctica, en este caos, en muchos municipios del país, de manejar el gasto público y en especial los recursos destinados a obras públicas y planes de desarrollo con total discrecionalidad, en base al criterio sin fundamento legal ni razón válida de la autoridad en turno.

Podemos ver  también, como, no pocos municipios, se aventuran durante toda lo que dura su gestión a realizar obras y proyectos sin ni siquiera contar con un Plan de Obra Públicas, sin un Plan de Desarrollo Municipal actualizado. Sin planes de urbanismo, nada.

Este proceder es ilegal, pero es, lamentablemente una práctica común y recurrente. Un mal que debe terminar.

Son los cabildos, quienes deben fiscalizar y vigilar que todo se haga conforme a derecho, y en su caso, realizar los señalamientos correspondientes, sin perjuicio de las responsabilidades que resulten.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se adiciona el numeral 10 a la fracción III del Artículo 102 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

 ARTÍCULO 102.  Párrafos del primero al cuarto….

I…..

II…..

1…

2…

3….

4…..

5…..

6…..

7….

8…..

9…..

10.  Vigilar que los planes, programas y convenios señalados en esta fracción sean elaborados, desarrollados y ejecutados de acuerdo a la normatividad aplicable, al presupuesto asignado y dentro de los plazos de tiempo establecidos para cada caso. 

……

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  a  05 de octubre de 2016

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“ Alonso Lujambio Irazábal”

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
